
 

Ley de Transparencia 

 
El 18 de enero de 2022 se promulgó la Ley 2195 de 2022, conocida como la Ley 
de Transparencia, por medio de la cual se adoptan medidas en materia de 
transparencia, prevención y lucha contra la corrupción. Entre otros asuntos, esta 
norma adiciona y modifica disposiciones en materia de contratación estatal, 
cuyos puntos centrales presentamos a continuación. 
 

 
Ley 2195 del 18 de enero de 2022 

Por medio de la cual se adoptan medidas en materia de transparencia, prevención y 
lucha contra la corrupción y se dictan otras disposiciones. 

 
 

Disposiciones jurídicas modificadas por la Ley relacionadas con la contratación 
estatal: Artículo 90 de la Ley 1474 de 2011, Artículo 14 de la Ley 80 de 1993, Artículo 

13 de la Ley 1150 de 2007, Artículo 2 numeral 2 de la Ley 1150 de 2007, Artículo 2 
parágrafo 5 de la Ley 1150 de 2007, Artículo 26 de la Ley 43 de 1990, Artículo 5 de la 

Ley 1778 de 2016, Artículo 25 de la Ley 1340 de 2009. 
 

Disposiciones de la Ley 2195 del 18 de enero de 2022 relacionadas con la 
contratación estatal 

 
Asunto 

 
Síntesis 

 
Artículos 

 
 
 
 

Inhabilidades para 
sociedades extranjeras 

domiciliadas en 
Colombia 

 
Se adiciona como sanción en el 
procedimiento administrativo 
sancionatorio la inhabilidad para 
contratar contenida en el literal J del 
artículo 8 de la Ley 80 de 1993 para las 
sociedades extranjeras domiciliadas en 
Colombia que hayan participado en la 
comisión de delitos contra la 
administración pública o que afecten el 
patrimonio público.   
 

 
 
 
 
 

Artículo 4 

 
 
 

Sanciones aplicables 
por la Superintendencia 

de Sociedades 
 

 
Entre las sanciones aplicables por la 
Superintendencia de Sociedades por 
incurrir en las conductas prescritas en el 
artículo 2 de la Ley 1778 de 2016, se 
incluye la inhabilidad para contratar con 
el Estado por un periodo de 20 años a 
partir de la fecha en que la resolución 
sancionatoria se encuentre ejecutoriada. 
 

 
 
 
 

Artículo 20 

 
 

Los particulares que participen, 
concurran, incidan o contribuyan directa 
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Responsabilidad fiscal 

de los particulares 

o indirectamente en la producción de 
daños al patrimonio público y que, sin ser 
gestores fiscales, ocasionen daños a los 
bienes públicos muebles o inmuebles con 
su actuar doloso o gravemente culposo, 
serán sujetos de responsabilidad fiscal, 
en los términos del artículo 4 de la Ley 
610 del 2000. 
 

 
 
 
 

Artículo 37 

 
 
 
 
 
 
 
 

Contabilidad y 
transparencia 

 

 
Como una práctica de transparencia y 
buen gobierno corporativo, en la 
actividad contractual del Estado donde 
participen personas naturales o jurídicas 
obligadas a llevar contabilidad y que 
ejecuten recursos públicos, los 
contratistas deben registrar en su 
contabilidad cada contrato, bien sea por 
centro de costo o de manera 
individualizada. Los representantes 
legales y los profesionales de contaduría 
pública que certifiquen estados 
financieros donde se ejecuten recursos 
públicos deberán garantizar que en la 
contabilidad se registre la ejecución de 
dichos recursos de forma individualizada 
por cada contrato.  
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 50 

 
 
 
 

 
Inhabilidad por 
incumplimiento 

reiterado en contratos 
de alimentación escolar 

 
Se sancionará con inhabilidad por un 
término de 10 años a aquellos 
contratistas que hayan sido objeto de 
incumplimiento contractual o se les 
hayan impuesto dos o más multas, con 
una o varías entidades, cuando se trate 
de contratos cuyo objeto esté 
relacionado con el Programa de 
Alimentación Escolar. La inhabilidad se 
contará desde la publicación del acto 
administrativo que impone la inscripción 
de la última multa o incumplimiento en el 
Registro Único de Proponentes. 

 
 

 
 
 
 

Artículo 51 
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Cláusulas excepcionales 
en contratos de 

alimentación escolar 

 
 
Los contratos relacionados con el 
Programa de Alimentación Escolar 
incluirán las cláusulas excepcionales al 
derecho común, es decir, terminación, 
interpretación y modificación unilateral, 
sometimiento a leyes nacionales y 
caducidad. 

 
 
 
 

 
 

Artículo 52 

 
 
 
 
 
Publicación en el SECOP 

II de los procesos 
contractuales de las 

entidades exceptuadas 

 
Las entidades exceptuadas del Estatuto 
General de Contratación de la 
Administración Pública deberán publicar 
los documentos relacionados con su 
actividad contractual en el SECOP II o la 
plataforma transaccional que haga sus 
veces, incluyendo: contratos, 
documentos, actos e información de 
oferentes, contratista, contratante, 
supervisor e interventor, en la etapa 
precontractual, contractual y 
poscontractual. 
 

 
  
 

 
 
 

Artículo 53 

 
 
 
 

Causal adicional de 
Selección Abreviada 

 
Se adiciona como causal de contratación 
mediante Selección Abreviada la 
adquisición de bienes y servicios no 
uniformes de común utilización por 
parte de las entidades públicas, a través 
de Acuerdos Marco de Precios 
celebrados por Colombia Compra 
Eficiente.  
 

 
 
 

 
Artículo 54 

 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
Para la adquisición de bienes, obras o 
servicios, las entidades sometidas al 
Estatuto General de Contratación de la 
Administración Pública que celebren 
contratos o convenios 
interadministrativos o de cualquier otra 
índole con otras entidades estatales, 
patrimonios autónomos, o personas 
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Documentos tipo para 
Entidades de Régimen 

Especial 

naturales o jurídicas de derecho privado, 
cuyo régimen sea especial o de derecho 
privado, deberán aplicar los documentos 
tipo adoptados por Colombia Compra 
Eficiente. 
 
Los procedimientos de selección y los 
contratos que realicen en desarrollo de 
los anteriores negocios jurídicos donde 
apliquen los documentos tipo se regirán 
por el Estatuto General de Contratación 
de la Administración Pública. 
 
Se exceptúan: las Instituciones de 
Educación Superior Públicas, las 
Empresas Sociales del Estado, las 
Sociedades de Economía Mixta y las 
Empresas Industriales y Comerciales del 
Estado, únicamente en cuanto a la 
contratación de su giro ordinario. Para 
estas entidades, en sus manuales de 
contratación fomentarán como buena 
práctica la aplicación de los pliegos tipo. 
 
 

 
 
 
 
 
 
 

Artículo 56 

 
 

 
 

Deberes de los 
revisores fiscales, 
órganos sociales y 

administración de la 
sociedad 

 
Tendrán la obligación de denunciar ante 
las autoridades penales, disciplinarias y 
administrativas los actos de corrupción y 
presuntos delitos contra la 
administración pública, el medio 
ambiente, el orden económico y social, 
financiación del terrorismo y de grupos 
de delincuencia organizada y 
administración de recursos relacionados 
con actividades terroristas y de la 
delincuencia organizada, los consagrados 
en la Ley 1474 de 2011, o cualquier 
conducta punible relacionada con el 
patrimonio público económico que 
hubiere detectado en el ejercicio de su 
cargo. No aplicará el régimen de secreto 

 
 
 

 
 

Artículo 57 
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profesional para los revisores fiscales de 
tratarse de esta materia. 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

Reducción de puntaje 
por incumplimiento de 

contratos 

 
En los procesos de selección de las 
entidades sometidas al Estatuto General 
de Contratación de la Administración 
Pública, se reducirá el puntaje durante la 
evaluación de ofertas en un dos por 
ciento (2%) a los oferentes a los que se le 
hayan impuesto una o más multas o 
cláusulas penales en el último año, 
contado a partir de la fecha de 
presentación de ofertas, sin importar la 
cuantía. Afecta también a consorcios y 
uniones temporales si uno de sus 
integrantes fue sancionado. 
 
La reducción no aplicará si los actos 
administrativos que impusieron las 
multas son objeto de medios de control 
jurisdiccional.  
 
Se exceptúan de esta regla: (i) la 
adquisición de servicios de 
características técnicas uniformes, (ii) los 
procedimientos de mínima cuantía, (iii) 
los procedimientos donde se pondera 
únicamente el menor precio ofrecido. 
 

 
 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Artículo 58 

 
Sanciones aplicables por 
la Superintendencia de 
Industria y Comercio 

 
Entre las sanciones que puede aplicar 
esta entidad se incluye una multa que no 
puede exceder el 30% del valor del 
contrato estatal, en los casos de prácticas 
comerciales restrictivas que afecten o 
puedan afectar procesos de contratación 
pública. 
 

 
 
 

Artículo 67 
 

 
 

 

  


